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“Por el cual se reglamenta la medida correctiva de multa general y su conmutabilidad en el Distrito Capital”.
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En consideración al objetivo central de la Ley 1801 de 2016 de prevención y restablecimiento de las condiciones para la convivencia y de conformidad con el principio de proporcionalidad y razonabilidad, la administración Distrital ha considerado indispensable reglamentar lo relativo a la conmutabilidad de la medida correctiva de multa, a fin de garantizar la prevalencia de los derechos humanos y la solución pacífica de las controversias y desacuerdos entre los ciudadanos, reconociendo la importancia de priorizar programas comunitarios o actividades pedagógicos que influyan significativamente en la transformación social y en la generación de una cultura de respeto y sana convivencia.
En un Estado social de derecho, el uso del poder de policía tanto administrativo como judicial, se encuentra limitado por los principios contenidos en la Constitución Política y por aquellos que derivan de la finalidad específica de la Policía de mantener el orden público como condición para el libre ejercicio de las libertades democráticas. 

En sentencia C-117 de 2006, la Corte Constitucional recogió la conceptualización efectuada por la Corte Suprema de Justicia, dirigida a distinguir entre poder de policía, entendido como potestad de reglamentación general; función de policía consistente en la gestión administrativa que concreta el poder de policía, y la actividad de policía que comporta la ejecución coactiva. Así ha concretado la Corte la regla jurisprudencial:
“En síntesis, se puede afirmar que la Corte Constitucional frente a la función de proteger el orden público tiene como criterio de distinción:

El poder de policía lo ejerce, de manera general, el Congreso de la República por medio de la expedición de leyes que reglamentan el ejercicio de la libertad cuando éste trasciende el ámbito privado e íntimo. Este poder también es ejercido en forma excepcional, por el presidente de la República en los estados de guerra exterior, conmoción interior y emergencia.

La función de policía es ejercida por las autoridades de la rama ejecutiva (como los alcaldes e inspectores) en cumplimiento de competencias determinadas por la ley.

La actividad de policía es ejercida por los miembros de la Policía Nacional, que, en cumplimiento de su obligación de mantener las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, aplican diversos medios legítimos para prevenir y conjurar las alteraciones del orden público.

El poder de policía se caracteriza entonces por su naturaleza normativa y por la facultad legítima de regulación de actos de carácter general, impersonal y abstracto, orientados a crear condiciones para la convivencia social, en ámbitos ordinarios, y dentro de los términos de salubridad, seguridad y tranquilidad públicas que lo componen. Esta función se encuentra adscrita al Congreso de la República, órgano que debe ejercerla dentro de los límites de la Constitución. De otro lado, la Constitución Política a través del artículo 300 numeral 8, ha facultado a las Asambleas Departamentales por medio de ordenanzas a dictar normas de policía en todo aquello que no sea materia de disposición legal”.

De conformidad con lo expuesto, las medidas correctivas definidas en la Ley 1801 son acciones impuestas por las autoridades de Policía a toda persona que incurra en comportamientos contrarios a la convivencia o el incumplimiento de los deberes específicos de convivencia, y tienen por objeto disuadir, prevenir, superar, resarcir, procurar, educar, proteger o restablecer la convivencia.

Las medidas correctivas no tienen carácter sancionatorio y en consecuencia deben aplicarse a los comportamientos contrarios a la convivencia de forma proporcional, para lo cual el decreto que se presenta desarrolla una interpretación garantista de los derechos y libertades de los ciudadanos, permitiendo conmutar la medida correctiva de multa por la de participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia, siempre y cuando se materialice la inmediatez que establece el artículo 175 de la Ley 1801 de 2016, entendida ésta como la participación en estas actividades de carácter correctivo dentro de los 5 días siguientes a la imposición de la orden de comparendo por parte de la Policía Nacional a fin de evitar las multas tipo 1 y 2. 

En relación con las multas tipo 3 o 4, la norma establece descuento por pronto pago del 50%, sin embargo, siguiendo los lineamientos de la Ley 1801 de 2016, los infractores podrán contar con un descuento adicional del 25% si dentro de los 5 días hábiles para el descuento inicial solicita participar en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia. El anterior descuento adicional regirá en la ciudad de Bogotá hasta el 30 de enero de 2018.

En el evento de concurrencia de medidas correctivas como multa y participación en programa o actividad pedagógica de convivencia, la multa podrá ser conmutada en su integralidad por participación en una sesión del programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia.

Los comportamientos contrarios a la convivencia como categoría novedosa introducida por el Congreso en su libertad de configuración legislativa, por su naturaleza preventiva no lesionan o ponen en peligro bienes jurídicos protegidos, luego no entrañan antijuridicidad y por eso no hacen parte del ius puniendi. Tampoco buscan mantener la organización del Estado, ni procurar por el cumplimiento de los fines de la función pública. En consecuencia, los comportamientos contrarios a la convivencia responden, más bien, a la descripción representativa de acciones u omisiones que no deben ser realizados por las personas que habitan o visitan el territorio nacional. Es decir, la Ley 1801 de 2016 procura el cumplimiento de los comportamientos favorables a la convivencia y a su vez repudia los que le son contrarios. 

Es claro que ante comportamientos contrarios a la convivencia que admitan la imposición de la medida correctiva de participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia, el personal uniformado de la Policía Nacional agotará el debido proceso señalado en el artículo 222
, en el que se le impone la obligación de ordenar y materializar la medida correctiva de manera inmediata, concediendo recurso de apelación en efecto devolutivo.

El presente decreto permite evidenciar la voluntad de la administración distrital de buscar soluciones pacíficas a las controversias y desacuerdos entre los ciudadanos, otorgando la oportunidad al ciudadano de no afectar su economía personal ante una violación de la Ley 1801 de 2016, mediante la participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia, la cual se ha interpretado bajo criterios de aplicabilidad dentro de los cinco (5) días siguientes a la orden de policía, a través de comparendo, con lo cual se interviene de manera directa en la transformación social y en la generación de una cultura de respeto y sana convivencia.
De otra parte es pertinente mencionar que, en cumplimiento a lo establecido en el numeral 8 de la Circular 27 de 2016 de la Secretaria General del Distrito que señala que "8- Cuando se trate de proyectos de actos administrativos específicos de regulación, en la exposición de motivos de los mismos deberá acreditarse el cumplimiento de las disposiciones del numeral 8 del artículo 8 de la Ley 1437 de 2011, precisando la fecha de publicación del proyecto y el plazo otorgado para que los/as ciudadanos/as presenten observaciones, opiniones, sugerencias o propuestas alternativas, tal y como lo exige la norma en cita.", el día 24 de julio de 2017 y hasta el 27 de julio de los corrientes este proyecto de decreto fue publicado en la página de la Secretaría Distrital de Gobierno, "con el objeto de recibir opiniones, sugerencias o propuestas alternativas", no habiéndose presentado observaciones, opiniones, sugerencias o propuestas alternativas.
Finalmente es pertinente mencionar que este proyecto de decreto cuenta con la revisión previa de legalidad de la Dirección Jurídica de la Secretaría Distrital de Gobierno, de conformidad con el literal b) del artículo 11 del Decreto Distrital 411 de 2016, y de la Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia, en virtud del literal k) del artículo 28 del Decreto Distrital 413 de 2016. 
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� Trámite del proceso verbal inmediato.








